
brica), Fernando Uriarte Zazueta (rúbrica), Daniel Torres Cantú,

Ricardo del Rivero Martínez (rúbrica), Francisco Ricardo Shef-

field Padilla (rúbrica), Lucía Virginia Meza Guzmán, Érik Juárez

Blanquet (rúbrica), Norberto Antonio Martínez Soto (rúbrica),

Francisco Alberto Torres Rivas (rúbrica), Ricardo Quintanilla Le-

al, secretarios; Refugio Trinidad Garzón Canchola, Modesta Fuen-

tes Alonso (rúbrica), Rosa Alicia Álvarez Piñones (rúbrica), Karen

Hurtado Arana (rúbrica), Roberto Guzmán Jacobo (rúbrica), Juan

Corral Mier, Eloísa Chavarrias Barajas (rúbrica), Marco Antonio

Gama Basarte (rúbrica), Gabriela Ramírez Ramos (rúbrica), Nadia

Haydee Vega Olivas (rúbrica), Fidel Kuri Grajales, Edith Yolanda

López Velasco, José Lorenzo Rivera Sosa, Maricela Serrano Her-

nández (rúbrica), José Alfredo Torres Huitrón (rúbrica), Rafael Ye-

rena Zambrano, Pedro Luis Coronado Ayarzagoitia.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables

Diputados: Gustavo Enrique Madero Muñoz (rúbrica), presiden-

te; Edith Anabel Alvarado Varela (rúbrica), Brenda Borunda Espi-

noza (rúbrica) Laura Valeria Guzmán Vázquez (rúbrica), José Al-

fredo Torres Huitrón (rúbrica), Kathia María Bolio Pinelo

(rúbrica), Eloísa Chavarrías Barajas (rúbrica), Érika Irazema Brio-

nes Pérez (rúbrica), Sara Paola Gálico Félix Díaz (rúbrica), Irma

Rebeca López López, Refugio Trinidad Garzón Canchola (rúbri-

ca), secretarios; Evelyng Soraya Flores Carranza (rúbrica), Lilia

Arminda García Escobar (rúbrica), Fabiola Guerrero Aguilar (rú-

brica), Norma Edith Martínez Guzmán (rúbrica), María Isabel Ma-

ya Pineda (rúbrica), María Angélica Mondragón Orozco (rúbrica),

Karla Karina Osuna Carranco (rúbrica), María Guadalupe Oyervi-

des Valdez, Angélica Reyes Ávila (rúbrica), María de los Ángeles

Rodríguez Aguirre (rúbrica), María Monserrath Sobreyra Santos

(rúbrica), Mariana Trejo Flores (rúbrica), Manuel Vallejo Barragán

(rúbrica).

DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON

OPINIÓN DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA, CON PROYECTO

DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO SÉPTI-
MO DEL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Honorable Asamblea:

La Comisión de Puntos Constitucionales, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 72 de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39
y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
80, 84, 85, 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1,
fracción IV; 167, numeral 4 y demás relativos del Re-

glamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta Soberanía, el presente:

DICTAMEN

I. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS

Primero. En sesión celebrada de la Honorable Cáma-
ra de Diputados, el 27 de octubre de 2015, la diputada
Soralla Bañuelos de la Torre, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de Nueva Alianza, presentó
ante el Pleno de la Cámara de Diputados, iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los ar-
tículos 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 1o., 62, fracción II, y 82, frac-
ción II, de la Ley de Vivienda.

Segundo. En la misma fecha, la Presidencia de la Me-
sa Directiva dictando el siguiente trámite «Túrnese a
la Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men, ya la Comisión de Vivienda para opinión».

Tercero. El día 30 de marzo del presente año, la refe-
rida Comisión de Vivienda, mediante oficio número
CV/LXIII/158/16, hizo llegar a esta Comisión de Pun-
tos Constitucionales la opinión referida.

II. Contenido de la Iniciativa 

La iniciativa de la Diputada Soralla Bañuelos de la To-
rre, propone se reforman los artículos 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
1o., 62, fracción II, y 82, fracción II, de la Ley de Vi-
vienda, bajo la siguiente argumentación:
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“A través de los siglos, la familia ha sido confor-

mada siempre por un grupo de personas unidas, ya

sea, por lazos consanguíneos o de afinidad, a los

que el derecho no otorga, sino más bien reconoce,

sus derechos connaturales. Caso contrario sucede

con las personas, quienes son consideradas sujetos

de derechos y obligaciones con consecuencias jurí-

dicas.

Es trascendental pensar en un cambio de la pers-

pectiva socio-jurídica constitucional, avocándo-

nos en los tratados internacionales que reconocen

plenamente la dignidad y los derechos iguales e

inalienables para todos los miembros de la fami-

lia humana. Reflexionando que la persona tiene

ciertos derechos en virtud de su condición huma-

na.

Resulta ineludible saber la etimología de la pala-

bra persona, la cual tuvo su origen en el teatro

griego, donde se utilizaba la palabra prosopon (cu-

yo significado textual es “respecto”). También se

considera que proviene del termino etrusco phersu¸

que significaba la máscara que utilizaban en las re-

presentaciones teatrales en honor de la diosa Pher-

sepone. Por su parte, los romanos lo establecieron

como per-sonare, que de igual forma se refería al

papel ejercido por los actores en el teatro.

Empero, un cambio radical de este concepto co-

menzó a partir de la época del derecho clásico con

la función social que cada individuo ejercía dentro

de la sociedad, aquí surgía la duda entre dar valor

o no a la persona, pero la filosofía estoica señala-

ba lo contrario. Por su parte, los juristas romanos

la consideraban como un “hombre libre”, y en

tiempos actuales la Real Academia Española la ha

definido como un “individuo de la especie huma-

na”.

Sin embargo, la corriente filosófica del personalis-

mo contrasta con su doctrina ético-política que re-

fiere su oposición tanto al colectivismo, donde la

persona se concibe únicamente como una unidad

numérica, como al individualismo, que tiende a de-

limitar las relaciones de solidaridad entre las per-

sonas. Escenario neutral que desde nuestro punto

de vista da pie para abatir la restricción de la per-

sona en su sentido más amplio.

Consideramos urgente hacer efectivo el mandato de

la Declaración Universal, de la Convención Ameri-

cana y de la Constitución al referirse a la persona

desde el principio pro persona que la doctrina

constitucional reviste como un principio del que to-

dos somos titulares. Por ese hecho asumimos la

obligatoriedad de exigir su protección de forma di-

recta e inmediata. Es importante citar que este

principio no es sucedáneo de otros principios de in-

terpretación clásicos, ya que establece una prefe-

rencia de prima facie, resultando que su interpreta-

ción jurídica es la más protectora para la persona.

Nuestra propuesta va encaminada a sustituir el

término familia por persona en el artículo 4o.

constitucional, pues la vivienda debe otorgarse a

la persona como titular de derechos, más no a la

familia.

Esta propuesta se funda en lo que instituyen trata-

dos internacionales como la Declaración Univer-

sal, y la Convención Americana de Derechos Hu-

manos. De su normatividad se desprende que

ambos tienen en cuenta la protección de los dere-

chos de las personas. Para el caso en concreto, es-

tipulan el principio de que toda persona tiene dere-

cho a la propiedad, individual y colectivamente o al

uso y goce de sus bienes.

Así, el artículo 25.1 de la Declaración Universal de

los Derechos Humanos dispone: “Toda persona

tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le

asegure, así como a su familia, la salud, el bienes-

tar, y en especial la alimentación, el vestido, la vi-

vienda, la asistencia médica y los servicios sociales

necesarios...”

En el país, el derecho a la vivienda se ha conside-

rado como un derecho social cuya problemática re-

cae en la falta de desarrollo de sus contenidos es-

pecíficos. A pesar de los esfuerzos hechos por

algunas instituciones y sistemas que han encamina-

do su labor a satisfacer las necesidades de las fa-

milias carentes de viviendas. Ninguna ha demostra-

do que la familia como tal la haya adquirido, esto

viene a colación porque como lo hemos manifesta-

do en líneas anteriores la persona en su sentido

más amplio es sujeto de derechos y obligaciones ju-

rídicas.

Gaceta Parlamentaria Miércoles 14 de diciembre de 201624



Desde esa óptica, la Constitución Política queda le-

jos de ir a la vanguardia internacional de los dere-

chos humanos, a pesar de los trabajos efectuados

en la materia. Si bien, la reforma en materia de de-

rechos humanos que se aprobó en 2011, los implan-

tó en la Constitución Política, dejó de lado situa-

ciones como ésta, que tienen que ser atendidas por

el Constituyente, salvaguardando a las personas

desde su sentido más amplio, acorde siempre con la

realidad que hoy vivimos.

Para abundar en este aspecto, es necesario revisar

cómo ha cambiado la composición poblacional de

México. Aun cuando el porcentaje de hogares nu-

cleares (pareja con o sin hijos, o al menos un padre

e hijos) sigue siendo la mayoría (64.4) y que el de

hogares ampliados (un hogar nuclear con al menos

otro pariente) suma 23.6, 10 por ciento de los hoga-

res en México está formado por una sola persona.

En el Censo de Población y Vivienda de 2011, del

Inegi, en el apartado relativo a hogares, se observa

que 4 millones 193 mil 320 hogares mexicanos a ni-

vel nacional están formados por una sola persona,

y 3 millones 804 mil 677 por parejas sin hijos

Esta realidad nos demuestra que resulta apremian-

te adoptar los cambios propuestos en el cuerpo de

esta reforma, con el fin de que sean las personas o

habitantes las que estén como titulares de derechos,

y no la familia como hasta hoy establece la Consti-

tución Política.

Para lograr una reforma integral y coherente, con

los mismos argumentos también se propone la re-

forma de los artículos 1o., 62, fracción II, y 82,

fracción II, de la Ley de Vivienda, reglamentaria

del derecho a la vivienda, consagrado en el artícu-

lo 4o. de la ley fundamental.”

En ese orden de ideas la Diputada señala, que la refor-
ma constitucional en materia de derechos humanos,
generó un cambio conceptual en el sistema jurídico y
un reforzamiento del carácter protector y garantista de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, fundado en la doctrina constitucional moderna,
el derecho internacional y el derecho humanitario, que
vinculados entre sí reconocen y protegen de forma am-
plia y directa los derechos de las personas.

Lo anterior dio pauta para que en la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos y la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos se reconociera la pro-
tección de la persona, tanto a nivel internacional como
a nivel regional.

Asimismo menciona que, el contexto nacional antes
de la reforma mencionada reconocía los derechos del
hombre, dentro de un sistema garantista que respetaba
y sostenía un carácter obligatorio y protector. Sin em-
bargo, a través de la naturaleza del derecho internacio-
nal y humanitario el Estado mexicano acogió cambios
jurídicos internacionales aptos que incorporaron a los
derechos humanos en nuestro máximo ordenamiento
normativo, dejando atrás el régimen garantista tradi-
cional, dando paso a un desarrollo progresivo de las
normas de protección de la persona.

Este desarrollo se refleja en la inherencia de sus dere-
chos encaminados hacia el pleno bienestar del ser hu-
mano, salvaguardando el respeto de su dignidad, satis-
faciendo su desarrollo y favoreciendo su protección de
la forma más amplia. Observando siempre a la perso-
na desde dos perspectivas: la jurídica, donde se vuel-
ve sujeto de derechos y obligaciones, y la prejurídica,
donde es de reconocerse su dignidad e igualdad, lo
cual nos lleva a eliminar limitaciones encauzadas ha-
cia los derechos de que gozan las personas.

Es de mencionar que en nuestro país persisten criterios
formalistas que impiden el pleno desarrollo de la re-
forma constitucional en comento, por eso tenemos la
obligación de mandatar una interpretación que evite
restringir su alcance.

En ese sentido señala que, una restricción la encontra-
mos en la Constitución Política, la cual indica en el pá-
rrafo sexto del artículo 4o: “Toda familia tiene dere-

cho a disfrutar de vivienda digna y decorosa”. Esta
reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 7 de febrero de 1983, fecha en que se institu-
cionalizo el derecho de toda la familia a disfrutar de
una vivienda digna y decorosa.

En una breve remembranza de la institucionalización
de este derecho, debemos señalar que el mismo se es-
tablece en la Constitución de 1917 al disponer la obli-
gación de que los patrones facilitasen vivienda a sus
empleados y obreros. Más adelante para el año 1925,
el entonces presidente, Plutarco Elías Calles, pensó en
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la posibilidad de dotar a cada familia mexicana de un
espacio físico para crecer. Consecuente a ello, durante
el periodo de 1970-1980 hubo una crisis que impedía
a la sociedad hacerse de una vivienda con recursos
propios, por lo que hubo intervención del Estado para
regular este mercado.

Por lo que considera, que para entender lo anterior,
es pertinente conocer el concepto de familia, defini-
do a través de un esquema tradicionalista como “la

institución formada por personas unidas por víncu-

los de sangre y los relacionados con ellos en virtud

de intereses económicos, religiosos o de ayuda”. Es-
ta enunciación proviene de un entorno conservador,
basado en un sistema garantista y paternalista del si-
glo XX.

Hoy, la familia ha trascendido más allá del esquema
tradicional, hecho confrontado con diversos estudios
jurídicos y sociales que revelan una organización fa-
miliar llena de importantes variaciones en las últimas
décadas. Por eso debemos tener en cuenta y atender las
nuevas realidades sociológicas que han advertido una
modificación profunda de las estructuras familiares a
través de familias alternativas como son las monopa-
rentales, las extensas, las ensambladas y las de socie-
dad de convivencia.

La diputada promovente, por ello, menciona que no
debemos dejar de lado el punto de vista jurídico, en
sus dos sentidos: sentido estricto, el cual considera un
grupo formado por la pareja, sus ascendientes y sus
descendientes, además de otras personas unidas a ellos
por vínculos de sangre, matrimonio, concubinato o ci-
viles; y en sentido amplio, el que concibe que la fami-
lia está constituida por dos o más personas que com-
parten una vida material y afectiva, en la que se
dividen tareas y obligaciones, que permitan su subsis-
tencia, desarrollo y calidad de vida integral.

Tal contexto da pauta para dar razón a la dinámica
evolutiva de la sociedad, pese a eso tenemos que ser
muy puntuales en el enfoque jurídico que deben adop-
tar los conceptos de familia y de persona atendiendo
siempre a las diferentes condiciones, cualidades, capa-
cidades y personalidades.

A continuación se presenta el cuadro comparativo en-
tre la Ley actual y la propuesta de la iniciativa:

III. CUADRO COMPARATIVO 

IV. Consideraciones

Los integrantes de la Comisión de Puntos Constitucio-
nales de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del Honorable Congreso de la Unión, después de
hacer un análisis del contenido de la iniciativa con
Proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 1o., 62, fracción II, y 82, fracción II,
de la Ley de Vivienda abordado en el presente dicta-
men, reconoce la loable pretensión que guía la pro-
puesta de mérito, por lo que, luego de realizar un aná-
lisis exhaustivo y en un ejercicio de reflexión
sistemático, funcional y teleológico ha considerado
dictaminar la iniciativa sujeta a estudio en sentido po-
sitivo, por las razones que en este dictamen se expo-
nen.

Como se ha mencionado en la exposición de motivos
de la iniciativa de la diputada proponente, la vivienda
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es un derecho humano, el derecho a la vivienda tiene
en nuestro país profundas raíces históricas. La Consti-
tución de 1917, en su artículo 123, fracción XII, esta-
bleció la obligación de los patrones de proporcionar a
sus trabajadores viviendas cómodas e higiénicas.

Posteriormente, el país se abocó a construir la infraes-
tructura de seguridad social para atender las diversas
necesidades de la población. En 1943 se creó el Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social (IMSS), para brindar
seguridad social a los trabajadores, aunque en sus ini-
cios, también proporcionó vivienda a sus derechoha-
bientes. 

Cuando México entró en una etapa de urbanización y
de desarrollo industrial más avanzada, se crearon los
principales organismos nacionales de vivienda. En
1963, el Gobierno Federal constituye en el Banco de
México, el Fondo de Operación y Financiamiento
Bancario a la Vivienda (FOVI), como una institución
promotora de la construcción y de mejora de la vi-
vienda de interés social, para otorgar créditos a través
de la banca privada.

En febrero de 1972, con la reforma al artículo 123 de
la Constitución, se obligó a los patrones, mediante
aportaciones, a constituir un Fondo Nacional de la Vi-
vienda y a establecer un sistema de financiamiento que
permitiera otorgar crédito barato y suficiente para ad-
quirir vivienda. Esta reforma fue la que dio origen al
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores (Infonavit), mediante el Decreto de Ley
respectivo, el 24 de abril de 1972.

En mayo de ese mismo año, se creó por decreto, en adi-
ción a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores al Servicio del Estado (ISS-
STE), el Fondo de la Vivienda del ISSSTE
(FOVISSSTE), para otorgar créditos hipotecarios a los
trabajadores que se rigen por el apartado B de la Ley
Federal del Trabajo. Sin embargo, fue hasta 1983,
cuando el derecho a la vivienda se elevó a rango cons-
titucional y se estableció como una garantía individual.

Hasta la década de los ochenta, el eje de la política de
vivienda había sido la intervención directa del Estado
en la construcción y financiamiento de vivienda y
aplicación de subsidios indirectos, con tasas de interés
menores a las del mercado. En la primera mitad de la
década de los noventa, se inició la consolidación de los

organismos nacionales de vivienda como entes emi-
nentemente financieros.

La actual Ley de vivienda publicada en 1984 y refor-
mada en 1985 se considera obsoleta, puesto que se ba-
sa en el interés colectivo y favorece la administración
centralizada; así mismo, los términos conceptuales y
el contenido del Artículo cuarto requieren una revisión
y modificación para precisar el objetivo que se persi-
gue, definir el instrumento de ejecución y enunciar co-
rrectamente el precepto. 

En la Constitución mexicana vigente, en el artículo 4º
párrafo séptimo, se postula que “Toda familia tiene

derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La

Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios

a fin de alcanzar tal objetivo.”

Tomando como referencia el derecho comparado, se
evidencia una generalidad de las constituciones de
otros países con respecto a la Constitución mexicana,
en relación al sujeto de derecho, es decir, a la “perso-

na” en el disfrute a la vivienda. Como ejemplos:

La Constitución Colombiana establece en su artí-
culo 51 que “Todos los colombianos tienen derecho

a una vivienda digna. El Estado fijará las condicio-

nes necesarias para hacer efectivo este derecho y

promoverá planes de vivienda de interés social, sis-

temas adecuados de financiación a largo plazo y

formas asociativas de ejecución de estos progra-

mas.”

La Constitución de Costa Rica contiene una regu-
lación igual de escueta que la mexicana; su artículo
65 establece: “El Estado promoverá la construc-

ción de viviendas populares y creará el patrimonio

familiar del trabajador.”

La Constitución Paraguaya dispone, en su artícu-
lo 100: todos los habitantes de la República tienen

derecho a una vivienda digna. El Estado establece-

rá las condiciones para hacer efectivo este derecho,

y promoverá planes de vivienda de interés social,

especialmente las destinadas a familias de escasos

recursos, mediante sistemas de financiamiento ade-

cuados.

La Constitución de Uruguay también contiene el
derecho a la vivienda: “todo habitante de la Repú-
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blica tiene derecho a gozar de vivienda decorosa.

La ley propenderá a asegurar la vivienda higiénica

y económica, facilitando su adquisición y estimu-

lando la inversión de capitales privados para ese

fin” (artículo 45).

De acuerdo a lo anterior, podemos observar, que en lo
establecido en sus Constituciones se observa una simi-
litud con relación a que la vivienda se les otorga a las
personas o habitantes y no a la “familia” como en
México.

La propuesta no pretende de ninguna forma fomentar
la disolución familiar, como tradición histórica y so-
ciológica que tanto peso moral tiene en México, más
bien, reconocer la dinámica evolutiva de la sociedad.

Para el caso de una sentencia de desalojo, la acción re-
cae en la persona que acredita la propiedad, o bien la
posesión; es decir, para efectos de ley, el destinatario
como primer referente es la persona y no la familia.
Los fallos jurídicos se dictan a los titulares de hipote-
cas (individuos, personas morales, pero en ningún ca-
so a la familia); además, el artículo primero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos establece que “todas las personas gozarán de los

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y

en los tratados internacionales de los que el Estado

Mexicano sea parte, así como de las garantías para su

protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones

que esta Constitución establece.”

Con ello, el referente de la propia Constitución recae
en las personas. Sobre el concepto disfrute del enun-
ciado del artículo 4º, este sugiere el disfrute de la vi-
vienda aun cuando no sea propiedad del que la vive; es
decir, no se requiere adquirir una casa para poder dis-
frutarla, para todos es claro que, la motivación y el ob-
jetivo fundamental radica en la adquisición, por el sen-
tido de seguridad, realización y pertenencia que
conlleva el propio concepto.

Vivienda proviene del “latín vivienda, de vivere, vi-

vir”, casa, vestido y sustento constituyen las necesida-
des básicas de todo ser humano. La vivienda enraizada
en el término vivir se dimensiona integralmente con los
demás derechos básicos y con otros que no por ser de-
rivados dejan de ser igualmente importantes. Vivienda
implica entre otras acepciones, el lugar que da cobijo,

el espacio que da sentido a la pertenencia, el punto de
referencia, el factor de unidad familiar, la morada de
arribo y en último sentido un objetivo a alcanzar.

Desde esta perspectiva, la vivienda marca desde su
origen epistémico su propia raíz y característica que le
consagró un espacio en las diversas constituciones.
Claro que elevarla a derecho social ha sido una con-
quista de reclamos políticos en el tiempo por diferen-
tes luchadores sociales.

En la historia del pueblo mexicano, el derecho a la
vivienda no tan sólo es algo que se percibe de ori-
gen, es también una demanda que debe ser acatada
por el estado para acceder a la justicia social. Es in-
negable el espíritu que animó al constituyente del
1916-1917, y que dio origen a la primera Constitu-
ción social. Esa esencia debe preservarse, pero tam-
bién es ineluctable que en la nación mexicana el
concepto de justicia social debe ir aparejado con el
de igualdad ante la ley.

La propuesta que anima esta iniciativa tiene que ver
con la igualdad de la ley que también debe prevalecer
en el artículo 4 del texto constitucional. Es imperativo
que el derecho a la vivienda se haga una realidad para
todos los mexicanos, en caso contrario seguirá violán-
dose la ley porque sólo beneficiará a una clase social
específica y no a todos los ciudadanos.

La preocupación por la vivienda para las familias me-
xicanas tiene un antecedente en algunos documentos
programáticos del Partido Liberal Mexicano de 1906,
que postulaba cubrir la necesidad de las familias asa-
lariadas de contar con una vivienda satisfactoria. Este
hecho señala, además del antecedente histórico los pri-
meros pasos quedan el origen social de una considera-
ción de esta naturaleza y la proyección de la misma.
En los anales de la Constitución de 1917 se recuerdan
las posturas del Constituyente José Natividad Macías,
respecto de la obligación social para generar las con-
diciones que permitieran dotar de habitación digna a
las clases trabajadoras.

Cabe señalar que para entonces, ninguna legislación en
el mundo (aún las más avanzadas) se pronunciaba al
respecto. La vivienda representa una condición social
que índica directamente en el nivel y calidad de vida de
la sociedad. La vivienda es una necesidad familiar bá-
sica, de cuya satisfacción dependen la alimentación, la
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salud y la educación. Es por ello, un parámetro del de-
sarrollo cultural de una comunidad.

El Derecho a la Vivienda encuentra también su ante-
cedente en la obligación del patrón de facilitar la ad-
quisición o permitir el uso de viviendas decorosas pa-
ra los obreros. El arranque inicial a nivel comunitario
se manifestó en la Conferencia de la OIT (Organiza-
ción Internacional del Trabajo) de 1921, aunque se cir-
cunscribe a los trabajadores agrícolas. Cuarenta años
más tarde la recomendación 115 emitida en Ginebra
tiene directrices de mayores alcances.

Análisis de la propuesta sujeta a dictamen

Con relación a la reforma de los artículos 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 1o., 62, fracción II, y 82, fracción II, de la Ley de Vi-
vienda, que propone el proyecto legislativo en comento,
tras el análisis detallado de la propuesta, quienes inte-
gramos esta Comisión consideramos que es viable la
propuesta de Iniciativa referida en el presente dictamen.

Por ello, para los integrantes de esta Comisión de Pun-
tos Constitucionales, es reconfortante promover el de-
recho que tiene toda persona a disfrutar de vivienda
digna y decorosa. Es entonces, que el derecho a la vi-
vienda se encuentra contemplado en el artículo 4° de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, dicho artículo fue incluido por decreto el 19 de
enero de 1983 y publicado en el Diario Oficial el 07 de
febrero del mismo año, en él se establece lo siguiente:
“Artículo cuarto: …Toda familia tiene derecho a dis-

frutar de vivienda digna y decorosa. La ley establece-

rá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de al-

canzar tal objetivo.”

Como se aprecia en este precepto constitucional, cla-
ramente el constituyente ordena al legislador estable-
cer los instrumentos y apoyos necesarios a fin de po-
der acceder al disfrute de este derecho. Esta regulación
constitucional contiene, como es evidente inconsisten-
cias jurídicas en materia de vivienda. En primer lugar,
se le asigna el derecho fundamental a “la familia” y
no a las personas. En segundo término, lo que garan-
tiza la Constitución es “el disfrute” de la vivienda, pe-
ro no su adquisición, que siempre suele resultar más
difícil que lo primero, como lo comenta Miguel Car-
bonell en su libro “Los Derechos Fundamentales en
México”.

Por otro lado, la Constitución otorga el derecho a dis-
frutar de una vivienda, pero no de cualquier vivienda,
sino una que sea digna y decorosa. La dignidad y el
decoro de una vivienda no son cualidades fáciles de
evaluar, pero seguramente tiene que ver con la posibi-
lidad de que las personas puedan desarrollar, dentro de
ellas, su privacidad y encuentren un mínimo de satis-
facción de sus planes de vidas.

Desde esta perspectiva, el parámetro para evaluar
cuando una vivienda es digna y decorosa provendría
de la definición que establece la Comisión de Dere-
chos Humanos y que tiene que ver con el espacio, co-
modidad, privacidad, servicios, seguridad, medio am-
biente y transporte, entre otros.

Este derecho también se encuentra contemplado en el
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en sus fracciones XII en sus dos
primeros párrafos y XXX:

Artículo 123...

XII.- Toda persona agrícola, industrial, minera o de

cualquier otra clase de trabajo, estará obligada,

según lo determinen las leyes reglamentarias a pro-

porcionar a los trabajadores habitaciones cómodas

e higiénicas. Esta obligación se cumplirá mediante

las aportaciones que las empresas hagan a un fon-

do nacional de la vivienda a fin de constituir depó-

sito a favor de sus trabajadores y establecer un sis-

tema de financiamiento que permita otorgar a éstos

crédito barato y suficiente para que adquieran en

propiedad tales habitaciones.

Se considera de utilidad social la expedición de una

ley para la creación de un organismo integrado por

representantes del Gobierno Federal, de los traba-

jadores y de los patrones, que administre los recur-

sos del fondo nacional de la vivienda. Dicha ley re-

gulará las formas y procedimientos conforme a los

cuales los trabajadores podrán adquirir en propie-

dad las habitaciones antes mencionadas.

XXX.-Asimismo serán consideradas de utilidad so-

cial las sociedades cooperativas para la construc-

ción de casas baratas e higiénicas, destinas a ser

adquiridas en propiedad por los trabajadores en

plazos determinados, y
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Dentro de estos párrafos constitucionales el Estado
obliga a los patrones de diversa índole a dar vivien-
da a sus trabajadores, los cuales tienen la obligación
de construir casas baratas y con todas las condicio-
nes de servicios para el buen desarrollo de los traba-
jadores derecho que a pesar de estar enunciado, se
encuentra condicionado por los trámites burocráti-
cos y, en muchos casos, por la mala calidad de las vi-
viendas.

Este derecho como se ha manifestado permaneció sin
ser ejecutado por el Estado durante mucho tiempo, y
aun continua limitado, ya que no se encuentra plena-
mente desarrollado, pues todavía existen un número
importante de personas que carecen de casas dignas y
decorosas, siendo una realidad que la mayoría de los
habitantes se encuentran en asentamientos irregulares
y sin los servicios más elementales.

Consolidar un término o concepto (para el caso que in-
teresa a este dictamen) requiere abrevar en el gran
acerbo que existe a nivel internacional sobre los asun-
tos de la vivienda. Hoy más que nunca, la globaliza-
ción económica hace necesario un comparativo de in-
formación para entender como se está enfrentando esa
necesidad básica en los diferentes países. Acceder a
esta información dará elementos importantes para co-
nocer el uso de conceptos y términos que enriquecerí-
an el enunciado constitucional.

Sin embargo es solo para enriquecer nuestra perspec-
tiva en este tema, ya que se trata de enriquecer la sin-
gularidad del problema que aqueja a los mexicanos, ya
que entendemos perfectamente que cada nación tiene
su propia historia.

Carta de la Organización de Estados Americanos

Carta suscrita por representantes de los diferentes Es-
tados del continente americano en la IX Conferencia
Internacional Americana, en la Ciudad de México, de-
bido a la necesidad de los propios Estados de poder
ofrecer al hombre una tierra de libertad y un ámbito fa-
vorable para el desarrollo de su personalidad y la rea-
lización de sus justas aspiraciones. El derecho a la vi-
vienda como parte del desarrollo de los países
americanos, se encuentra plasmado dentro del artículo
34 inciso k, de la Carta de la Organización de Estados
Americanos, el cual manifiesta lo siguiente:

Artículo 34.- Los estados convienen en que la igual-

dad de oportunidades, la eliminación de la pobreza

crítica y la distribución equitativa de la riqueza y

del ingreso, así como la plena participación de sus

pueblos en las decisiones relativas a su propio de-

sarrollo, son, entre otros, objetivos básicos del de-

sarrollo integral. Para lograrlos, convienen asimis-

mo en dedicar sus máximos esfuerzos a la

consecución de las siguientes metas básicas:

k).- Vivienda adecuada para todos los sectores de la

población;

Como se puede observar en la Carta de la Organiza-
ción de Estados Americanos, existe la propensión a
manejar el derecho a la vivienda entre los objetivos
básicos del desarrollo integral.

Convención Americana sobre Derechos Humanos

Obligándose los países americanos a respetar en todo
tiempo los derechos humanos de las personas, tal y co-
mo lo manifiestan en el artículo 1 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, el cual establece:

Artículo 1.- Obligación de respetar los Derechos.

Los Estados Partes en esta Convención se compro-

meten a respetar los derechos y libertades recono-

cidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejerci-

cio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción,

sin discriminación alguna por motivos de raza, co-

lor, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de

cualquier otra índole, origen natural o social, posi-

ción económica, nacimiento o cualquier otra condi-

ción social. 

Para los efectos de esta Convención, persona es to-

do ser humano. 

Y en el artículo 26 de la propia Convención America-
na sobre Derechos Humanos los Estados se compro-
meten a adoptar las providencias que sean necesarias
para el buen desarrollo de los acuerdos que se estable-
cieron en la convención:

Artículo 26.- Desarrollo Progresivo.

Los Estados Partes se comprometen a adoptar pro-

videncias, tanto a nivel interno como mediante la
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cooperación internacional, especialmente econó-

micas y técnica, para lograr progresivamente la

plena efectividad de los derechos que se derivan de

las normas económicas, sociales y sobre educación,

ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Or-

ganización de los Estados Americanos, reformada

por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de

los recursos disponibles, por vía legislativa u otros

medios apropiados.

México, como integrante de esta organización interna-
cional, se obliga a conducirse bajo los acuerdos que
buscan lograr la plena efectividad de los derechos que
provienen de las normas económicas, sociales, educa-
cionales, científicas y culturales, en los cuales se in-
cluye la vivienda.

Declaración Universal de los Derechos Humanos

Adoptada y proclamada por la resolución de la Asam-
blea General 217 A (iii) el 10 de Diciembre de 1948 en
la sede de las Naciones Unidas, la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos, es un documento
que contiene los derechos que obliga a todas las na-
ciones a respetar a los habitantes de sus territorios y de
otras naciones. Se entiende por derechos humanos, el
derecho que tienen todas las personas, en virtud de su
humanidad común, a vivir una vida de libertad y dig-
nidad. Los derechos humanos son indivisibles en dos
sentidos. En primer lugar, no hay una jerarquía entre
diferentes tipos de derechos. Los derechos civiles, po-
líticos, económicos, sociales y culturales son todos
igualmente necesarios para una vida digna. En segun-
do lugar, no se pueden reprimir algunos derechos para
promover otros. No se pueden conculcar los dere-
chos civiles y políticos para promover los derechos
económicos y sociales, ni se pueden conculcar los
derechos económicos y sociales para promover los
derechos civiles y políticos.

Una constante de los documentos nacionales e inter-
nacionales sobre derechos humanos, es la supremacía
de la libertad del individuo, como un derecho positivo,
se trata de que las personas puedan disfrutar de los
bienes y libertades necesarios para una vida digna. El
artículo 25 párrafo 1, de la Declaración Universal de
los Derechos Humanos hace mención que:

Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida

adecuado que le asegure, así como a su familia, la

salud y el bienestar, y en especial la alimentación,

el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los

servicios sociales necesarios; tiene asimismo dere-

cho a los seguros en caso de desempleo, enferme-

dad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de perdi-

da de sus medios de subsistencia por circunstancias

independientes de su voluntad

Nuevamente se puede observar la recurrencia de los
términos vivienda, salud, vestido, etc., para proteger
los derechos humanos, sobre todos los básicos, que
mejor que la Declaración Universal de los Derechos
Humanos y los Pactos Internacionales, como se podrá
constatar en líneas posteriores.

Pacto Internacional de los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales

Pacto que se firma conforme a los principios enuncia-
dos en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la
justicia y la paz en el mundo tienen por base el reco-
nocimiento de la dignidad inherente a todos los miem-
bros de la familia humana y de sus derechos iguales e
inalienables, reconociendo que estos derechos se des-
prenden de la dignidad inherentes a la persona huma-
na, reconociendo que, con arreglo a la Declaración
Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse
el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de
la miseria, a menos que se creen condiciones que per-
mitan a cada persona gozar de sus derechos económi-
cos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos
civiles y políticos. Considerando que la Carta de las
Naciones Unidas impone a los estados la obligación de
promover el respeto universal y efectivo de los dere-
chos y libertades humanas, tal y como se establece en
el artículo 11.

Artículo 11

1. Los estados Partes en el presente Pacto recono-

cen el derecho de toda persona a un nivel de vida

adecuado para sí y su familia, incluso alimentación

vestido y vivienda adecuados, y a una mejora con-

tinua de las condiciones de existencia. Los estados

Partes tomaran medidas apropiadas para asegurar

efectividad de este derecho, reconociendo a este

efecto la importancia esencial de la cooperación

internacional fundada en el libre consentimiento.
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Dentro de dicho pacto se contempla el derecho de las
personas de obtener viviendas para su pleno desarro-
llo, y en donde México adquiere el compromiso de
realizar y adecuar dentro de su gobierno, los instru-
mentos necesarios para la aplicación de este derecho.

La Ley Federal del Trabajo es ley reglamentaria del ar-
tículo 123 Constitucional del apartado “A” que tiene
por finalidad la protección de los derechos laborales
de todos los trabajadores, derecho que encuentra su
origen en las normas relativas a la protección social
proclamadas en las leyes de indias durante el reinado
de Felipe II, las cuales protegían al peón en el campo,
al trabajador de las minas y al que se desempeñaba en
los obrajes, ideas basadas en el humanismo social es-
pañol que buscaba asegurar a los indígenas un trato
humano y salvarlos de la esclavitud y la servidumbre,
en la actualidad persisten estas ideas que han sido re-
cogidas por nuestra constitución como por ejemplo: el

Libro Tercero, Titulo Sexto, Ley Sexta en el cual se es-

tablece la jornada de trabajo máxima: “Todos los

obreros deberán trabajar ocho horas, repartidas como

mejor le convenga”, La Ley Décima Tercera, Titulo

Sexto, Libro Tercero, y la Ley Vigésimo Primera, Titu-

lo Décimo Sexto, del mismo Libro, en donde se con-

signa la protección al salario, que comprendía el pa-

go en efectivo, íntegro y sin dilación; y; el Libro

Primero, Titulo Primero, Ley Décimo Séptima de la

Ley de Indias que consagra el descanso dominical

obligatorio, así como las fiestas de guardar

Dentro del conjunto de ideas que dieron origen a la
Constitución de 1857 se encuentran la del legislador
Ponciano Arriaga, quien manifestó en el proyecto de
Constitución el 16 de Junio de 1856 que:

Nuestras leyes en efecto, muy poco o nada han he-

cho a favor de los ciudadanos pobres o trabajado-

res. Los artesanos y los operarios del campo no tie-

nen elementos para ejercer su industria, carecen de

capitales y materias, están subyugados por el mo-

nopolio, luchan con rivalidades y competencias in-

vencibles y son en realidad tristes máquinas de pro-

ducción para el provecho y ganancias de los

gruesos capitalistas, Merecen que nuestras leyes

recuerden alguna vez que son hombres libres, ciu-

dadanos de la Republica, miembros de una misma

familia, de igual forma se distinguen los ideales de

Ignacio Vallarta e Ignacio Ramírez, quienes mani-

festaron: “El grande, el verdadero problema social,

es emancipar a los jornaleros de los capitalistas; la

resolución es sencilla y se reduce a convertir en ca-

pital el trabajo.

Esta operación, exigida imperiosamente por la jus-

ticia, asegurará al jornalero no solamente el sala-

rio que conviene a su subsistencia, sino un derecho

a dividir proporcionalmente las ganancias con el

empresario. La escuela económica tiene razón al

proclamar que el capital en numerarios debe pro-

ducir un rédito, como el capital en efectos mercan-

tiles y en bienes raíces; pero los economistas com-

pletarán su obra, adelantándose a las aspiraciones

del socialismo, el día en que concedan los derechos

incuestionables a un rédito, al capital trabajo. Se-

ñores de la comisión, en vano proclamareis la so-

beranía del pueblo mientras privéis a cada jornale-

ro de todo el fruto de su trabajo.

Posteriormente durante el Porfiriato y debido a la re-
presión sangrienta de los trabajadores en Cananea y
Río Blanco, así como por la sobre explotación física,
de los miserables salarios, del peonaje acasillado, del
mal trato recibido y de las condiciones insalubres y de-
plorables en los que desempeñaban su trabajo los
obreros, surgen diversas ideas siendo las de mayor re-
levancia la de los hermanos Ricardo y Enrique Flores
Magón, Librado Rivera, Antonio Villarreal, Los Her-
manos Sarabia, Rosalío Bustamante, Camilo Arriaga,
Luis Cabrera y otros luchadores sociales integrantes
del Partido Liberal lanzaron un manifiesto a favor de
los trabajadores en la que se establecía: Jornada máxi-
ma de ocho horas, salario mínimo, reglamentación del
servicio doméstico y del trabajo a domicilio, protec-
ción al trabajo a destajo, prohibición absoluta del em-
pleo a niños menores de catorce años, higienización de
minas, fábricas y talleres, obligar a los patrones ru-
rales a dar alojamiento higiénico a los trabajado-
res, indemnizaciones por accidentes de trabajo, remi-
sión de deudas de los jornaleros del campo para con
sus amos, pago del salario en efectivo, abolición de la
tienda de raya, preferencia mayoritaria a los trabajado-
res mexicanos en relación con los extranjeros, descan-
so obligatorio dominical.

Terminada la revolución de 1910 y tras los debates del
constituyente de 1916-1917, se reforma el artículo
quinto, cuando se debaten las condiciones del contrato
de trabajo, de tal manera que de esa discusión surge el
artículo 123 respecto del Trabajo y de la Previsión So-
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cial; textos Constitucionales que amparan los derechos
laborales de los trabajadores y en donde se establecen
las condiciones en que estos realizarán los trabajos, el
pago que recibirán, el horario de la jornada y demás
condiciones y derechos inherentes que se originan por
la realización de su trabajo. Además dentro de este ar-
tículo se establece que los trabajadores gozarán de vi-
vienda, las cuales serán proporcionadas por los patro-
nes.

El dictamen del Artículo 5° Constitucional fue

aprobado en la 17ª sesión ordinaria, el 19 de di-

ciembre de 1916, sin ser sometido a discusión. Pos-

teriormente, de la 23ª hasta la 25ª Sesión Ordinaria

de fecha 26 de diciembre de 1916 se somete a dis-

cusión el dictamen del artículo 5° Constitucional,

pero es hasta la 57ª Sesión Ordinaria celebrada el

23 de enero de 1917 cuando se hizo la última mo-

dificación al artículo 5° Constitucional y, finalmen-

te en la 58ª sesión ordinaria celebrada en fecha 23

de enero de 1917 se aprobó el artículo 5° Constitu-

cional que otorgaba derechos laborales a los tra-

bajadores. Lo trascendente de estas Sesiones, fue

que de su discusión nació el Artículo 123 constitu-

cional. Fue durante su debate que José Natividad

Macías expresó en líneas que “deseaba para los

trabajadores mexicanos casas secas aireadas, per-

fectamente higiénicas, que tengan cuando menos

tres piezas”. Finalmente, fue en la fracción XXX del

Artículo 123 de la Constitución de 1917 en donde

se estableció que “…serán consideradas de utili-

dad social las sociedades cooperativas para la

construcción de casas baratas e higiénicas destina-

das para ser adquiridas en propiedad por los tra-

bajadores en plazos determinados”.

En el año de 1931 se expide la Ley Federal del Trabajo,
la que posteriormente fue abrogada por la Ley Federal
del Trabajo que entró en vigor el Primero de Mayo de
1970, y que todavía rige la relación laboral. El derecho
de los trabajadores a una vivienda se encuentra contem-
plado en el Titulo Cuarto (Derechos y Obligaciones de
los Trabajadores y de los Patrones) Capítulo III (Habi-
taciones de los Trabajadores) correspondiente a los artí-
culos 136 hasta el 153 de la Ley Federal del Trabajo:

Artículo 136 señala lo siguiente:

Toda empresa agrícola, industrial, minera o de

cualquier otra clase, está obligado a proporcionar

a los trabajadores habitaciones cómodas e higiéni-

cas. Para dar cumplimiento a esta obligación, las

empresas deberán aportar al Fondo Nacional de la

Vivienda el cinco por ciento sobre los salarios de

los trabajadores a su servicio.

Como se aprecia dentro de esta ley, se establece la
obligación de los patrones de proporcionar a sus tra-
bajadores habitaciones cómodas e higiénicas para su
descanso, teniendo la obligación de aportar el cinco
por ciento sobre el salario de los trabajadores al Fon-
do Nacional de la Vivienda, organismo que se encar-
gara de realizar las gestiones necesarias para la cons-
trucción de casas baratas para los trabajadores.

Históricamente, el artículo 123 constitucional, es el
primero que hace referencia a la vivienda de los traba-
jadores, ahí se destaca la protección del patrimonio fa-
miliar, para asegurar la permanencia del bien en la fa-
milia, esto por los usureros o por la facilidad con la
cual se podía despojar a los ciudadanos de su hogar.
Este artículo es también el mejor indicador de las po-
líticas de gobierno orientadas hacia las colectividades.
La falta de un ordenamiento constitucional sobre el as-
pecto de la vivienda (realmente acontecida hasta
1982), ha provocado la expedición de un sinnúmero de
leyes, decretos, reglamentos, circulares y resoluciones
relativas a la vivienda.

Dentro de nuestro derecho comparado interno 

En el presente apartado se hace uso de nuestro derecho
interno comparado, a fin de contar con un panorama
más amplio respecto a este tema, las Constituciones
Políticas de los Estados para conocer y comparar la
manera en que esta figura jurídica es regulada por es-
tos Estados. 

Estado de Colima

Artículo 1.- El Estado de colima reconoce, protege

y garantiza a toda persona, el goce de sus derechos

consignados en la Constitución General de la Re-

pública y los establecidos en esta Constitución.

Con respeto a la libertad, igualdad y seguridad ju-

rídica, se establecen las siguientes declaraciones:

I.- La familia constituye la base fundamental de la

sociedad. El Estado fomentará su organización y
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desarrollo, por la misma razón: el hogar y, parti-

cularmente, los niños serán objeto de especial pro-

tección por parte de las autoridades. Toda medida

o disposición protectora de la familia y de la niñez,

se considerarán de orden público. El niño tiene de-

recho desde su nacimiento a que se le inscriba en el

Registro Civil y a tener un nombre.

V.- toda persona tiene derecho al trabajo, a la salud

y a disfrutar de vivienda digna y decorosa. El go-

bierno del Estado y los gobiernos municipales pro-

moverán la construcción de vivienda popular e in-

ducirán a los sectores privado y social hacia ese

propósito, de conformidad con las disposiciones le-

gales aplicables.

Estado de Durango

Artículo 3. En el Estado de Durango, toda perso-

na tiene derecho a la libertad, la seguridad perso-

nal, y a una vivienda digna y decorosa, adecuada

a las necesidades del hogar, al trabajo y a la edu-

cación.

Los habitantes del Estado tienen derecho a vivir y

crecer en un ambiente saludable y equilibrado. Las

autoridades desarrollarán planes y programas des-

tinados a la preservación, aprovechamiento racio-

nal y mejoramiento de los recursos naturales, de la

flora y la fauna existentes en su territorio, así como

para la prevención y combate a la contaminación

ambiental.

Estado de Hidalgo

Artículo 8. Todos los habitantes del Estado tienen

derecho a la alimentación, a la salud, a disfrutar de

una vivienda digna y decorosa, y en general, al

bienestar y a la seguridad individual y social, como

objetivos de la permanente superación del nivel de

vida de la población. La Ley definirá las bases y

formas para conseguir estas finalidades en concu-

rrencia con la Federación.

Estado de Zacatecas. 

Artículo 26 Todo individuo tiene derecho a la ali-

mentación, la salud, la asistencia social, la vivien-

da, el descanso y la recreación; la protección de sus

bienes, la paz y la seguridad pública.

Estado de México

Artículo 17 El Estado de México tiene una compo-

sición pluricultural y pluriétnica sustentada origi-

nalmente en sus pueblos indígenas.

La ley protegerá y promoverá el desarrollo de sus

culturas, lenguas, usos, costumbres, recursos y for-

mas específicas de organización social y garantiza-

rá a sus integrantes el efectivo acceso a la jurisdic-

ción del Estado.

Las autoridades promoverán el bienestar de estos

grupos mediante las acciones necesarias, convo-

cando incluso a la sociedad, en especial en las ma-

terias de salud, educación, vivienda y empleo, así

como en todas aquellas que con respeto a las ex-

presiones y manifestaciones de su cultura, faciliten

e impulsen la participación de quienes los integran

en todos los ámbitos del desarrollo del Estado y en

igualdad de condiciones y oportunidades que los

demás habitantes.

Estado de Querétaro

Artículo 8 Todo individuo tiene derecho al trabajo,

a la salud y a disfrutar de vivienda digna y deco-

rosa.

El Gobierno del Estado y los gobiernos municipa-

les promoverán la construcción de viviendas e in-

ducirán a los sectores privado y social hacia este

objeto, de conformidad con las disposiciones lega-

les aplicables.

El ejercicio del derecho a la vivienda visto desde la
óptica del doctor Miguel Carbonell, el derecho a la vi-
vienda no debe plantearse como una figura decorativa
dentro del marco constitucional, sino como un dere-
cho que apoyado por lo que establece la normatividad
internacional proporcione bienestar a los ciudadanos,
tal y como lo establece en su libro Los Derechos Fun-

damentales en México: “El derecho a la vivienda no

es simplemente una declaración que figura en el artí-

culo cuarto constitucional como un añadido decora-

tivo o un signo de las buenas intenciones de los go-

bernantes mexicanos, sino que en dicho precepto

anidan posibilidades normativas de la mayor impor-

tancia, derivadas del propio texto constitucional y

apoyadas por la normatividad internacional y por la
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interpretación de la misma a la que hemos hecho re-

ferencia.”.

En tanto que para Francisco González Díaz Lombardo
en su libro El Derecho Social y Seguridad Social Inte-

gral, el derecho a la vivienda es percibida de la si-
guiente forma: “Si bien el Constituyente denomino al

Título Sexto de nuestra Carta Magna del Trabajo y de

la Previsión Social, qué duda cabe que no solo se ocu-

pó de ordenar las relaciones obrero–patronales, con

esa doctrina, esa ley y esa política, eminentemente

proteccionista de los trabajadores, considerándolos

como la parte débil de la relación, amparándolos y

aun supliendo su voluntad, sino también estableció en

este artículo importantes normas tendientes a lograr

una mejor condición humana para el trabajador y sus

dependientes, no solo dentro de las empresas y duran-

te las horas de trabajo, sino también fuera de ellas, a

fin de que pudiera disfrutar independientemente del

salario. Es quizás en este capítulo donde la revolución

ha tenido una de sus mejores realizaciones, pero es

donde falta todavía mucho por hacer.”

Como se aprecia en la opinión de los citados autores,
se puede concluir que el ejercicio de este derecho se
encuentra todavía desarrollándose, pues la creciente
demanda de vivienda supera los esfuerzos que el go-
bierno realiza para dar a cada ciudadano un hogar.
Es importante señalar que es necesario establecer
dentro de la constitución que “toda persona tiene
derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa.”,
para proporcionar viviendas dignas y decorosas a los
todos mexicanos y no como actualmente se encuen-
tra establecido familias ya que restringe este dere-
cho a un importante número de mexicanos que viven
solteros o su situación personal sea distinta, es nece-
sario establecerlo de forma precisa dentro de la ley
suprema.

Por lo que para esta Comisión, el marco jurídico refe-
renciado y las opiniones de algunos doctrinarios, cons-
tituyen la memoria jurídica para conocer cómo se
aborda el problema de la vivienda en las diferentes
constituciones de otros países y en la de los Estados y,
sobre todo, para conducir el objetivo de la presente
propuesta, bajo parámetros reales y plenamente funda-
mentados. 

De lo antes analizado, como podemos observar en la
mayoría de las Constituciones citadas, el sujeto del

Derecho es la persona o el individuo y no la familia,
como es el caso de la mexicana.

Después de robustecer en las diferentes Constituciones
y Leyes, para utilizar las herramientas adecuadas que
otorga el derecho comparativo y establecer un criterio
adecuado de referencia, se precisarán las modificacio-
nes al enunciado constitucional sobre el derecho a la
vivienda, para hacerlo una realidad y hacer valer la ga-
rantía de igualdad constitucional. Debemos de aclarar
este enunciado constitucional; primero con el princi-
pio normativo, segundo con el principio programático,
tercero con el principio de igualdad y por ultimo prin-
cipio de justicia que deberá tener el artículo en co-
mento.

La presente reforma constitucional busca garantizar a
las personas su derecho a adquirir una vivienda digna
y decorosa, bajo el irrestricto respeto de los derechos
humanos, consagrados en la Constitución Política y en
los tratados internacionales de que México es parte.

Por todo lo anterior, resulta de gran importancia refor-
mar el texto de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para establecer que “toda persona

tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decoro-

sa”, como legisladores tenemos la obligaciones de
realizar las reformas necesarias referentes a este tema,
que coadyuve a fortalecer los derechos de todas las
personas a disfrutar de una vivienda digna y decorosa
y permita construir una sociedad más justa e igualita-
ria para bien de las generaciones presentes y futuras.

De acuerdo a la modificación al artículo 115 Constitu-
cional es indisputable que los derechos humanos reco-
nocidos en los tratados internacionales ya cuentan con
fundamento constitucional. Esto es, todo lo relaciona-
do con los derechos humanos que esté contenido en un
tratado, puede ser utilizado para juzgar todos los actos

legislativos, administrativos y jurisdiccionales de las
autoridades mexicanas. 

Esta reforma, demostrara un importante avance del
Estado Mexicano, en la incorporación del derecho in-
ternacional relativo a los derechos humanos en mate-
ria de vivienda en el marco jurídico mexicano, en los
que se destaca, que resulta apremiante adoptar los
cambios propuestos en el cuerpo de esta reforma, con
el fin de que sean las personas o habitantes las que es-
tén como titulares de derechos, y no solo como fami-
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lia como hasta hoy establece la Constitución Política,
así cualquier persona puede hacer exigible y justicia-
ble de manera directa todo el catálogo de derechos
hasta ahora reconocidos, independientemente de su
condición de familia o no, se debe proteger el derecho
a todas las personas en su sentido más amplio como
sujeto de derechos y obligaciones jurídicas, ya que co-
mo se menciona dentro de las consideraciones del pre-
sente dictamen un 10 por ciento de los hogares en Mé-
xico está formado por una sola persona, en suma, de
ahí la enorme relevancia jurídica y social de una ade-
cuada y justa modificación al presente texto Constitu-
cional. 

Por lo tanto sostenemos que la nueva normativa debe
garantizar que toda persona tiene derecho a disfrutar

de vivienda digna y decorosa, y avanzar en el fortale-
cimiento de estos derechos humanos en la Constitu-
ción que propicie el pleno reconocimiento del princi-
pio igualdad, y garantizar a las personas su derecho a
adquirir una vivienda digna y decorosa, bajo el irres-
tricto respeto de los derechos humanos, consagrados
en la Constitución.

Después de este breve recorrido conceptual de estos
términos, estamos en posibilidad de formarnos un jui-
cio sobre la conveniencia de la reforma propuesta por
la legisladora a nuestra Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

Finalmente, partir de una totalidad concreta, conocien-
do el espíritu que consagró el derecho a la vivienda, es
importante porque vincula el proceso objetivo del aná-
lisis técnico de la norma constitucional con las causas
sociales, económicas, políticas y culturales que sirvie-
ron de sustento a los legisladores para enunciar dicho
derecho en el texto constitucional.

Por lo tanto sostenemos que la presente reforma garan-
tizará la más amplia protección de los derechos de las
personas, su derecho de adquirir una vivienda digna y
decorosa, bajo el irrestricto respeto de los derechos hu-
manos, consagrados en la Constitución Política y en los
tratados internacionales de que México es parte.

Todas estas argumentaciones y premisas que sustentan
la iniciativa sujeta a estudio resulta ser el idóneo para
tal justificación de modificación al texto en nuestra
Carta Magna, tal y como se ha argumentado en el pre-
sente dictamen.

Sobre todo, debe ponerse énfasis en los siguientes as-
pectos importantes:

Primero. La Comisión de Puntos Constitucionales
de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del H. Congreso de la Unión, es competente para
dictaminar la presente Iniciativa, en términos de lo
dispuesto por la Constitución Política de los Esta-

dos Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica del Con-

greso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como el Reglamento de la Cámara de Diputa-

dos.

Segundo. La Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos consagra en su artículo primero
la tutela de los derechos humanos reconocidos en
ella y en los Tratados Internacionales de los que el
Estado Mexicano sea parte: “En los Estados Uni-

dos Mexicanos todas las personas gozarán de los

derechos humanos reconocidos en esta Constitu-

ción y en los tratados internacionales de los que el

Estado Mexicano sea parte, así como de las ga-

rantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá

restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y ba-

jo las condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se

interpretarán de conformidad con esta Constitu-

ción y con los tratados internacionales de la mate-

ria favoreciendo en todo tiempo a las personas la

protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-

tencias, tienen la obligación de promover, respetar,

proteger y garantizar los derechos humanos de

conformidad con los principios de universalidad,

interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En consecuencia, el Estado deberá prevenir, inves-

tigar, sancionar y reparar las violaciones a los de-

rechos humanos, en los términos que establezca la

ley.”

Queda prohibida toda discriminación motivada por

origen étnico o nacional, el género, la edad, las dis-

capacidades, la condición social, las condiciones

de salud, la religión, las opiniones, las preferencias

sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente

contra la dignidad humana y tenga por objeto anu-

lar o menoscabar los derechos y libertades de las

personas.”
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Es decir, el marco constitucional define la protección
de los derechos de todas las personas, para gozar de
los derechos humanos que establece la carta magna,
así como los tratados internacionales, constituyéndose
con ello el principio de derecho de igualdad constitu-
cional en su más amplio sentido universal. 

Del precepto antes mencionado deriva el sistema de
normas jurídicas de derecho social, que busca regular
los mecanismos y acciones para lograr la adquisición
de la vivienda como un derecho de igualdad constitu-
cional, como un derecho humano interrelacionado, in-
terdependiente e indivisible, que tutela la garantía de
igualdad. El derecho a la igualdad, es un derecho so-
cial y universal, es un elemento esencial para que el
Estado pueda sentar las bases para eliminar la des-
igualdad.

Tercero. La palabra igualdad deriva del latín aequili-

tas, que significa uniformidad, nivel, justa proporción,
semejanza. 

Si la Constitución establece las garantías de igualdad
en diversos numerales de la misma: “artículos 1°, 2°,

3°, 4°, 12, 13, 24…, es importante que esa igualdad

prevalezca en las leyes reglamentarias”. Para el caso
del patrimonio de familia, este derecho no protege una
vivienda de clase media, debido al monto económico
tan bajo que se establece como valor del patrimonio
familiar en el Código Civil Federal. Ante esa marcada
desigualdad expuesta en la ley, que se expresa a con-
trario sensu de la igualdad que se postula en los pre-
ceptos constitucionales, es preciso que el legislador re-
vise las diferentes variables y condiciones objetivas
que sustentan el valor actual de la vivienda como pa-
trimonio familiar, para que todos los mexicanos sin
excepción puedan acceder a ese derecho.

La referencia anterior, fortalece la tesis de que la revi-
sión del enunciado del artículo cuarto de la Constitu-
ción Política Mexicana, debe ser realizada en forma
integral, considerando las sugerencias y propuestas de
los organismos nacionales e internacionales que atien-
den el derecho a una vivienda, con servicios, seguri-
dad, espacio, medios de transporte y garantía de poder
conservarla como patrimonio familiar.

Como parte en el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, México ha asumi-
do obligaciones que se expresan en la relatoría de la 59

Sesión de la Comisión de Derechos Humanos realiza-
da en México los días 4 al 15 de marzo de 2003. En
ella se establecen medidas para hacer efectivo el dere-
cho a una vivienda. El hecho de que organismos inter-
nacionales, regionales, nacionales aborden el tema de
la vivienda permanentemente y con un sentido inte-
gral, indica la relevancia que tiene como derecho bási-
co. Hasta lo que se ha podido observar en el acervo
que existe sobre la vivienda, es que el concepto vi-
vienda reúne una concepción integral, que le da indi-
visibilidad y universalidad al concepto. Ubicarlo como
derecho constitucional significa fortalecerlo como un
derecho pleno a la vivienda.

Cuarto. Los últimos acontecimientos en los cuales
muchos mexicanos perdieron sus viviendas por crédi-
tos bancarios (calificados de usura por magistrados de
Venezuela y Colombia), las malas condiciones de las
viviendas entregadas a los “beneficiarios” por organis-
mos institucionales, la desigualdad propiciada por la
ley y la falta de precisión en los términos del precepto
constitucional, constituyen condiciones estructurales y
circunstanciales sobre las cuales legislar para ofrecer
alternativas reales a las personas que requieren adqui-
rir y proteger su vivienda con la garantía de que sus
derechos serán respetados. Conviene citar la fracción
XXVII del Artículo 123 de la Constitución de 1917
que postula “Las leyes determinarán los bienes que

constituyan el patrimonio de familia, bienes que serán

inalienables. No podrán sujetarse a gravámenes rea-

les ni embargos y serán transmisibles a título de he-

rencia con simplificación de las formalidades de los

juicios sucesorios”. Ahí está el espíritu de los consti-
tuyentes de 1916-1917.

Quinto. Es por ello que esta Comisión considera pro-
cedente que en la Cámara de Diputados se apruebe el
presente dictamen, a efecto, de que se precise y actua-
lice conforme a los términos vigentes del derecho, así
como las formas y procedimientos que debe seguir pa-
ra ejecutar este Derecho, implica ampliar hacia otros
estamentos sociales la acción de la connotación social,
cuya política fue la mayoría de las veces para privile-
giar el interés colectivo.

A partir de 1970, comenzaron a realizarse numero-

sas reformas en estas materias: el artículo 4°, cons-

titucionalizó los derechos a la protección de la fa-

milia y de los menores; el derecho a la salud; el

derecho a una vivienda digna, y, posteriormente,

Miércoles 14 de diciembre de 2016 Gaceta Parlamentaria37



los derechos de los indígenas. El artículo 6° consa-

gró el derecho a la información; el artículo 27 es-

tableció la obligación del Estado de promover el

desarrollo rural integral; el artículo 28 consagró la

protección del consumidor; el artículo 123 introdu-

jo el derecho de los trabajadores a recibir vivienda,

capacitación y adiestramiento (a cargo de los pa-

trones). A partir de aquí, el papel del Estado inclu-

yó el otorgamiento de prestaciones a la población,

tales como la salud, vivienda, etcétera. Aparecía el

Estado de bienestar en México, el Ogro Filantrópi-

co al que Octavio Paz se refirió en 1979.

Comenzaba a exacerbarse la cualidad de la Constitu-
ción como eminentemente social, generando una di-
versidad de instituciones sociales, entre las cuales des-
tacaban las creadas para satisfacer la necesidad de
vivienda colectiva. Así nacieron entre otras: FOVISS-
STE, INFONAVIT, FONHAPO, FOVIMI, CODEUR,
FIVIDESU y el ultimo CONAVI (Comisión Nacional
de Vivienda) creado el 26 de julio del 2001. Mientras
tanto, la clase media era marginada de los apoyos por
las instituciones históricas que engrosaban el Estado
social. Sin embargo una moda no hace al Estado so-
cial, son también los resultados de las políticas y las
acciones sociales de gobierno. 

El derecho de igualdad es también consustancial al Es-
tado social y a las libertades, sin descuidar a los otros
sujetos sociales, que como la clase media requiere de
su intervención. Es claro que la estructura del concep-
to corresponde a un determinado tiempo histórico; por
ello, es necesario actualizarlo con una leyenda que de-
fina objetivamente el texto constitucional. 

Sexto. Concebir el derecho a la vivienda como dere-
cho constitucional, implica también que las garantías
individuales sean iguales para todos, justo como se
indica en el artículo primero de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos: “todas las

personas gozarán de los derechos humanos recono-

cidos en esta Constitución y en los tratados interna-

cionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así

como de las garantías para su protección, cuyo ejer-

cicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en

los casos y bajo las condiciones que esta Constitu-

ción establece”

En el momento en que la ley, en referencia al derecho
a la vivienda, privilegia los beneficios orientados ha-

cia los obreros, empleados, indígenas y militares, y,
margina a los demás ciudadanos de ese derecho, en ese
preciso instante deja de lado el concepto de igualdad
que debe prevalecer en el enunciado.

México forma parte del Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales. En dicho
documento se registra la leyenda “proteger el dere-
cho a una vivienda”. Es importante destacar que en
la igualdad que establece la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, la clase media y
aquellos que poseen una vivienda con mayor costo
económico que el mencionado como patrimonio de
familia, queda desprotegido de la Ley Suprema; por-
que la ley reglamentaria (Código Civil Federal) lo
exime, violándose con ello la garantía de igualdad
constitucional.

Lo justo sería que todos los mexicanos pudieran ad-
quirir una vivienda y contar con el mecanismo de ley
para proteger su patrimonio familiar. Mismo que den-
tro de los preceptos de igualdad constitucional debería
de abarcar a todos los mexicanos. Por ello, el derecho
debiera otorgarse a una vivienda, específicamente, la
vivienda en donde se asienta la familia, y la cual se
constituye de acuerdo a la capacidad económica que
cada mexicano tiene para disponer de su propia vi-
vienda.

Es entonces para los integrantes de esta Comisión de
Puntos Constitucionales consideramos improrrogable
esta reforma al artículo cuarto de la Constitución me-
xicana, para que todos los ciudadanos sean sujetos de
ese derecho y la igualdad no sólo sea un referente del
texto constitucional. Se trata de que todo los mexica-
nos puedan adquirir y asegurar una vivienda digna y
decorosa, esto es lo que puede darle sustento a la ga-
rantía constitucional.

Séptimo. La comisión dictaminadora ve con optimis-
mo la presente propuesta de la legisladora proponente
por las consideraciones y fundamentaciones de hecho
y de derecho vertidas en el cuerpo del presente dicta-
men, por lo que, se considera que el presente dictamen
en estudio es viable; toda vez, que con ello se lograra
pleno derecho a la vivienda, y hacer que este derecho
sea una verdadera garantía constitucional para todas
las personas en el país. Es entonces, que se hace im-
perativo la aprobación del presente dictamen a fin de
establecer el instrumento y los medios adecuados para
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garantizar el derecho de todos los mexicanos a tener
una vivienda digna y decorosa.

Para las diputadas y diputados, es claro que el benefi-
cio que con ello se consigue, por ello la importancia de
la presente propuesta de reforma.

Por otro lado, es de destacarse la opinión de la Comi-
sión de Vivienda, la que en su parte medular señaló:

Primero. — Esta Comisión de Vivienda acuerda que es
indispensable aclarar el alcance del derecho a la vi-
vienda en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en su artículo 4°, por lo cual el Estado
debe velar por este derecho irrestricto haciéndolo lle-
gar a toda persona.

Segundo. — Esta Comisión de Vivienda opina que la
iniciativa de reformar el artículo 4° de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artícu-
los 1, 62, fracción II y 82, fracción II de la Ley de Vi-
vienda, es necesaria para asegura la accesibilidad del
derecho a la vivienda para todas las personas, preci-
sando que la familia sea un criterio preferente para de-
terminar el monto y destino de los subsidios.

Valoraciones, ambas, que resultan plenamente coinci-
dentes con las sostenidas por esta Dictaminadora, re-
saltando solamente, que la propia opinión reconoce a
foja 4 que una de las manifestaciones de la familia lo
constituye la unipersonal, por lo que en síntesis, se
constriñe a los derechos de las personas en lo indivi-
dual.

Finalmente, debe dejarse claro que, toda vez que la
iniciativa propone reformas tanto legales como consti-
tucionales, a efecto de no generar confusiones en el
procedimiento legislativo, solo se dictamina respecto a
la propuesta constitucional, reservando la posibilidad
de dictaminar la propuesta legal en diverso documen-
to.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Puntos
Constitucionales, y para los efectos de lo dispuesto en
el artículo 72, fracciones A), e I) de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como a
los diversos 85, numeral 1, fracción XII, del Regla-

mento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de la Honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE
REFORMA EL PÁRRAFO SÉPTIMO DELARTÍ-
CULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Artículo Único.- Se reforma el párrafo séptimo del ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

...

...

...

...

...

Toda persona tiene derecho a disfrutar de vivienda
digna y decorosa. La ley establecerá los instrumentos
y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

...

...

...

...

...

...

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federati-
vas adecuarán sus respectivas Constituciones, así co-
mo la legislación correspondiente, conforme a lo dis-
puesto en el presente Decreto en un plazo no mayor
a 180 días a partir de la entrada en vigor del presen-
te Decreto.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a los 28 días del mes de abril de 2016.

La Comisión de Puntos Constitucionales 

Diputados: Daniel Ordóñez Hernández (rúbrica), presidente; Éd-

gar Castillo Martínez (rúbrica), Gloria Himelda Félix Niebla (rú-

brica), Yulma Rocha Aguilar (rúbrica), José Hernán Cortés Beru-

men, María Guadalupe Murguía Gutiérrez (rúbrica), Javier

Antonio Neblina Vega, Omar Ortega Álvarez (rúbrica), Ángel II

Alanís Pedraza, Víctor Manuel Sánchez Orozco (rúbrica), Soralla

Bañuelos de la Torre (rúbrica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), se-

cretarios; Marco Antonio Aguilar Yunes (rúbrica), Braulio Mario

Guerra Urbiola, Benjamín Medrano Quezada (rúbrica), Ivonne

Aracelly Ortega Pacheco, David Sánchez Isidoro (rúbrica), Martha

Sofía Tamayo Morales (rúbrica), Mariana Benítez Tiburcio, Héc-

tor Ulises Cristópulos Ríos, Armando Luna Canales, Karina Padi-

lla Ávila, Ulises Ramírez Núñez, Santiago Taboada Cortina (rúbri-

ca), María Luisa Beltrán Reyes, Evelyn Parra Álvarez (rúbrica),

Rodrigo Abdala Dartigues (rúbrica), Virgilio Dante Caballero Pe-

draza, Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Hugo Eric Flores Cervantes

(rúbrica).

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 30 de marzo de 2016.

OPINIÓN DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA
RESPECTO AL PROYECTO DE DECRETO
POR EL QUE SE REFORMA LA CONSTITU-
CIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS Y LA LEY DE VIVIENDA.

A la Comisión de Vivienda de la LXIII Legislatura de
la H. Cámara de Diputados, le fue turnada para su opi-
nión la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que
se reforma la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y la Ley de Vivienda, presentada por la
Diputada Soralla Bañuelos de la Torre del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza.

La Comisión de Vivienda, con fundamento en los artí-
culos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y en los artículos 67, 68 y 69 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración la Opinión respecto del proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 4o de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y los

artículos 1, 62 fracción II y 82 fracción II de la Ley
de Vivienda, conforme a los siguientes:

ANTECEDENTES.

I. Con fecha del 15 de octubre de 2015, la Diputada So-
ralla Bañuelos de la Torre del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza, presentó la “Iniciativa que reforma di-

versas disposiciones de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Vivienda”.

II. Tal propuesta fue publicada en la Gaceta Parla-
mentaria número 4384-III, del jueves 15 de octubre de
2015 y recibida en la Comisión de Vivienda el 28 de
octubre de 2015.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO DE DECRETO.

I. La propuesta de la Diputada es la siguiente:

Busca sustituir el término familia por persona en el
artículo 4o. Constitucional, refiriendo que la vivienda
debe otorgarse a la persona como titular de derechos,
más no a la familia.

Del mismo modo busca reformar los artículos 1, 62 y
82 de la Ley de Vivienda, para quedar como sigue:
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II. La Diputada basa su propuesta legislativa bajo los
siguientes argumentos:

“En nuestro país, el derecho a la vivienda se ha con-

siderado como un derecho social cuya problemática

recae en la falta de desarrollo de sus contenidos es-

pecíficos. A pesar de los esfuerzos hechos por algu-

nas instituciones y sistemas que han encaminado su

labor a satisfacer las necesidades de las familias ca-

rentes de viviendas. Ninguna ha demostrado que la

familia como tal la haya adquirido, esto viene a co-

lación porque la persona en su sentido más amplio

es sujeto de derechos y obligaciones jurídicas.

Desde esa óptica, la Constitución Política queda le-

jos de ir a la vanguardia internacional de los dere-

chos humanos, a pesar de los trabajos efectuados

en la materia. Si bien, la reforma en materia de de-

rechos humanos que se aprobó en 2011, los implan-

tó en ¡a Constitución Política, dejó de lado situa-

ciones como ésta, que tienen que ser atendidas por

el Constituyente, salvaguardando a las personas

desde su sentido más amplio, acorde siempre con la

realidad que hoy vivimos”.

III. La Diputada Soralla Bañuelos De La Torre funda
su propuesta en los tratados internacionales a los que
México pertenece, como los es la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos y la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos, de hecho refiere que el
artículo 25.1 de la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos dispone que “Toda persona tiene dere-

cho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así

como a su familia, la salud, el bienestar, y en especial

la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia

médica y los servicios sociales necesarios...”

IV. La Diputada refiere que los aspectos de vivienda
que México percibe hoy en día han cambiado, no son
los mismos a la reforma publicada en el Diario Oficial
de la Federación del 07 de febrero de 1983, fecha en
que se institucionalizó el derecho de toda familia a dis-
frutar de una vivienda digna y decorosa. Destaca que
es necesario revisar cómo ha cambiado la composición
poblacional de México. Aun cuando el porcentaje de
hogares nucleares (pareja con o sin hijos, o al menos
un padre e hijos) sigue siendo la mayoría (64.4%) y
que el porcentaje de hogares ampliados (un hogar nu-
clear con al menos otro pariente) suman el 23.6 % y
un 10 % de los hogares en México está formado por
una sola persona.

Por su parte, el Censo de Población y Vivienda de
2011, del INEGI, en el apartado relativo a hogares, se
observa que 4 millones 193 mil 320 hogares mexica-
nos a nivel nacional están formados por una sola per-
sona y 3 millones 804 mil 677 por parejas sin hijos.

Es por tal motivo que el proyecto de decreto que re-
forma la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y la Ley de Vivienda, busca adoptar que el
derecho a la vivienda sea para las personas y no ex-
clusivamente de las familias, tal como lo establece la
Constitución hoy en día.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN DE VI-
VIENDA.

PRIMERA.- La Cámara de Diputados es competente
para conocer la presente iniciativa, de acuerdo con lo
que establece el artículo 73, fracción XXX, en relación
con el artículo 90 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

SEGUNDA.- Esta Comisión es competente para emi-
tir opinión de este asunto de acuerdo a lo que estable-
cen los artículos 67, fracción II y 69 del Reglamento
para la Cámara de Diputados en relación con el artícu-
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lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

TERCERA.- La Comisión de Vivienda considera que
en primer orden, es necesario identificar qué debemos
entender por derechos humanos para estar en posibili-
dad de hacer un análisis objetivo y jurídico del alcan-
ce del derecho a la vivienda en el sistema jurídico me-
xicano.

Para Luigi Ferrajoli, jurista de origen italiano y uno de
los más importantes expositores de la Teoría de los
Derechos Fundamentales, los derechos humanos son:

“...todos aquellos derechos subjetivos que corres-

ponden universalmente a «todos» los seres huma-

nos en cuanto dotados del status de personas, de

ciudadanos o personas con capacidad de obrar;

entendiendo por «derecho subjetivo» cualquier ex-

pectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de

no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una nor-

ma jurídica; y por «status» la condición de un su-

jeto, prevista asimismo por una norma jurídica po-

sitiva, como presupuesto de su idoneidad para ser

titular de situaciones jurídicas y/o autor de los ac-

tos que son ejercicio de éstas.”3

De tal manera, que los derechos humanos son dere-
chos subjetivos que importan el respeto de cierta si-
tuación a favor de los seres humanos o la satisfacción
de algún estándar reconocido como mínimo e indis-
pensable para todos. No obstante, tales expectativas

están sujetas a condiciones jurídicas de las personas
que, en México, conocemos como capacidad jurídica,
que a su vez, está constituida por la capacidad de goce
y la de ejercicio.

No obstante, es importante señalar que la capacidad ju-
rídica no es determinante a la hora de exigir el cumpli-
miento de los derechos humanos, ya que para ello son
necesarias las garantías que constituyen una dimensión
aparte o complementaria de los derechos subjetivos
que consisten en mecanismos de protección creados
para facilitar el acceso y ejercicio a los mismos.

Una cualidad importante de los derechos humanos, es
que se nos presentan en forma de principios jurídicos
que ordenan que algo sea realizado en la mayor medi-
da posible, es decir, su cumplimiento puede darse en
diferentes grados, dependiendo de las posibilidades re-

ales, tanto jurídicas como materiales. Asimismo, estos
principios o derechos humanos, son interdependientes
pero también pueden entrar en colisión con otros dere-
chos o tener una restricción constitucional. Sobre esto
último es importante detenerse.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos prevé restricciones a los derechos humanos que
no pueden ser superadas por tratados internacionales,
ni por la jurisprudencia internacional que pudiera ser
vinculante para el Estado Mexicano por ser parte del
sistema internacional o regional de derechos humanos.
Al respecto, es ilustrativo el artículo 1o. Constitucio-
nal que en su primer párrafo establece:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-

das las personas gozarán de los derechos humanos

reconocidos en esta Constitución y en los tratados

internacionales de los que el Estado Mexicano sea

parte, así como de las garantías para su protección,

cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,

salvo en los casos y bajo las condiciones que esta

Constitución establece.

Por lo tanto, es muy importante que la forma en que se
nos presenten los derechos humanos sea la correcta,
pues una redacción imprecisa o incorrecta puede con-
tribuir a que las autoridades facultadas para interpretar
nuestra Constitución, sean excluyentes de un derecho
esencialmente universal, de ahí que la claridad en ma-
teria de derechos humanos, sea fundamental.

Cabe destacar que el derecho a la vivienda se contem-
pla en programas y políticas públicas de nuestro país,
que permiten coordinar y facilitar el acceso a los apo-
yos; así también, existen instancias administrativas y
judiciales, que hacen posible la exigibilidad del cum-
plimiento de este derecho. Ejemplo de ello es el Plan
Nacional de Desarrollo 2013-2018, en el que se plasmó
como objetivo hacer efectivo el acceso a la vivienda
digna como base de un capital humano que les permita
desarrollarse plenamente como individuos a través de
la Política Nacional de Vivienda, especialmente enfo-
cada en procurar una vivienda digna para los mexica-
nos, así como desarrollar, promover e incentivar el
bienestar de las familias de los distintos segmentos de
la población, adecuándose a las necesidades personales
y familiares. A su vez, la Ley de Vivienda reglamenta-
ria del artículo 4o de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos en materia de vivienda, regu-
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la la Política Nacional, los programas, los instrumentos
y apoyos para que toda familia pueda disfrutar de vi-
vienda digna y decorosa. En este sentido, el artículo 3
de la Ley en comento, señala que sus disposiciones de-
berán aplicarse bajo principios de equidad e inclusión
social de manera que toda persona, sin importar su ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, la discapaci-
dad, la condición social o económica, las condiciones
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias o el
estado civil, pueda ejercer su derecho constitucional a
la vivienda. A la luz de este contexto normativo se in-
fiere que México está trabajando en sus Políticas Pu-
blicas de Vivienda, para hacer llegar este derecho a
cualquier persona aunque ello no es impedimento para
corregir la redacción del párrafo séptimo del artículo
4o. Constitucional, que circunscribe este derecho a la
“familia”, palabra que hace referencia a un hecho so-
cial producido por las personas y no un sujeto jurídico
que sea titular de derechos subjetivos.

CUARTA.- Referente al contexto internacional, esta
Comisión considera relevante la opinión del Comité de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Or-
ganización de las Naciones Unidas, que en el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, refiere en su artículo 2, numeral 1, que: “Cada

uno de los Estados partes en el presente Pacto se com-

promete a adoptar medidas, tanto por separado como

mediante la asistencia y la cooperación internacional,

especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo

de recursos de que disponga, para lograr progresiva-

mente, por todos los medios apropiados, inclusive en

particular la adopción de medidas legislativas, la plena

efectividad de los derechos aquí reconocidos.”4 Méxi-
co firmó este pacto desde el 03 de enero de 1976, por lo
tanto se encuentra sujeto a este estándar normativo.

En este contexto, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación en su tesis aislada 1a. CXLVIII/2014 (10a.)
DERECHO FUNDAMENTAL A UNA VIVIENDA
DIGNA Y DECOROSA. SU CONTENIDO A LA
LUZ DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES,
del 03 de abril de 2014,5 hace referencia a la interpre-
tación realizada por el Comité de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales de la Organización de las
Naciones Unidas en la Observación General No. 4
(1991) (E/1992/23), al artículo 11, numeral 1, del Pac-
to Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 12 de mayo de 1981 y también se refiere a los

Lineamientos en Aspectos Prácticos respecto del De-
recho Humano a la Vivienda Adecuada, elaborados
por el Comité de Asentamientos Humanos de la Orga-
nización de las Naciones Unidas y los Principios de
Higiene de la Vivienda, emitidos por la Organización
Mundial de la Salud, en Ginebra en 1990; concluyen-
do que el derecho fundamental a una vivienda digna y
decorosa en México no es excluyente por lo que debe
garantizarse a todas las personas y no debe interpre-
tarse en un sentido restrictivo.

QUINTA.- Esta Comisión, recomienda dictaminar en
sentido positivo esta iniciativa de reforma constitucio-
nal, ya que la claridad del texto es fundamental para
asegurar el respeto, promoción, protección y garantía
del derecho a la vivienda digna y f decorosa. Tal clari-
dad consiste en precisar que el derecho a la vivienda
digna y decorosa es de las personas y no de la familia.

Asimismo, se recomienda que la familia, independien-
temente de quienes la integren, sí sea un criterio pre-
ferente para determinar el monto y destino de los sub-
sidios en esta materia, lo cual se puede precisar en el
artículo 62, fracción II, de la Ley de Vivienda, bajo la
siguiente redacción:

RESOLUTIVOS DE OPINIÓN.

Primero.- Esta Comisión de Vivienda acuerda que es
indispensable aclarar el alcance del derecho a la vi-
vienda en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en su artículo 4o., por lo cual el Esta-
do debe velar por este derecho irrestricto haciéndolo
llegar a toda persona.

Segundo.- Esta Comisión de Vivienda opina que la
Iniciativa de reformar el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artícu-
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los 1, 62, fracción II y 82, fracción II de la Ley de Vi-
vienda, es necesaria para asegurar la accesibilidad del
derecho a la vivienda para todas las personas, preci-
sando que la familia sea un criterio preferente para de-
terminar el monto y destino de los subsidios.

Notas

1 Un hogar compuesto es aquél conformado por una familia nu-

clear o ampliada, con al menos una persona sin parentesco. Fuen-

te. INEGI. “Conociendo México 2012”.

2 Un hogar co-residente es aquel conformado por dos o más per-

sonas sin parentesco. Fuente: INEGI. “Conociendo México 2012”.

3 Ferrajoli, Luigi. Garantías y Derechos. La Ley del más débil.

Trad. Perfecto Andrés Ibáñez y Andrea Greppi, Edit. Trotta, Cuar-

ta edición, 2004, pág. 37.

4 Disponible en http://www.ohchr.org/SP/Professionallnterest/Pa-

ges/CESCR.aspxSe anexa a la presente hojas de firmas de vota-

ción.

5 Disponible en: 

https://www.scjn.gob.mx/Primera_Sala/Tesis_Aisladas/TE-

SIS%20AISLADAS%202014_PRIMERA %20SALA.pdf 

Así se acordó y votó en sesión plenaria de la Comisión
de Vivienda en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a
los 30 días de marzo del 2016.

La Comisión de Vivienda

Diputados: Alma Carolina Viggiano Austria (rúbrica), presidenta;

José Luis Sáenz Soto (rúbrica), Pedro Alberto Salazar Muciño (rú-

brica), Fernando Uriarte Zazueta (rúbrica), Daniel Torres Cantú,

Ricardo del Rivero Martínez (rúbrica), Francisco Ricardo Shef-

field Padilla (rúbrica), Lucía Virginia Meza Guzmán (rúbrica),

Érik Juárez Blanquet (rúbrica), Norberto Antonio Martínez Soto,

Francisco Alberto Torres Rivas (rúbrica), Ricardo Quintanilla Le-

al, secretarios; Refugio Trinidad Garzón Canchola (rúbrica), Mo-

desta Fuentes Alonso (rúbrica), Rosa Alicia Álvarez Piñones, Ka-

ren Hurtado Arana (rúbrica), Roberto Guzmán Jacobo (rúbrica),

Juan Corral Mier (rúbrica), Eloísa Chavarrías Barajas, Marco An-

tonio Gama Basarte (rúbrica), Gabriela Ramírez Ramos, Nadia

Haydee Vega Olivas, Fidel Kuri Grajales (rúbrica), Edith Yolanda

López Velasco (rúbrica), José Lorenzo Rivera Sosa (rúbrica), Ma-

ricela Serrano Hernández, José Alfredo Torres Huitrón (rúbrica),

Rafael Yerena Zambrano, Pedro Luis Coronado Ayarzagoitia.

DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NA-
TURALES, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 7 Y 16 DE LA LEY

GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, mediante Oficio D.G.P.L. 63-II-1-0876, Expe-
diente 2790, le fue turnada para su análisis y dictamen,
la Minuta Proyecto de Decreto que reforma los Artí-
culos 7 y 16 de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable.

Esta Comisión Dictaminadora, con fundamento en lo
dispuesto en los Artículos 39 numerales 1 y 2, fracción
XXXV, y 45 numerales 6, incisos e) y f), y 7 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos;  80, numeral 1, fracción I; 81 numeral 1; 82,
numeral 1; 84; 85; 157, numeral 1, Fracción I, y 158,
numeral 1, Fracción IV del Reglamento de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, somete a con-
sideración de los integrantes de esta Honorable Asam-
blea el presente Dictamen, al tenor de los siguientes:

I. ANTECEDENTES

Primero.- En sesión plenaria de la Comisión Perma-
nente del Honorable Congreso de la Unión celebrada
el día 27 de enero de 2016, el Senador Jorge Aréchiga
Ávila, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México, presentó a consideración del Pleno
la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 7o y 16 de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable.

Segundo.- En esa misma fecha, la Mesa Directiva de
la Comisión Permanente turnó dicha Iniciativa con
proyecto de decreto a las Comisiones de Medio Am-
biente y Recursos Naturales y de Estudios Legislati-
vos, Segunda de la Cámara de Senadores del H. Con-
greso de la Unión, para su análisis y elaboración del
dictamen correspondiente.

Tercero.- En sesión plenaria de las Comisiones Unidas
de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Estu-
dios Legislativos de la H. Cámara de Senadores, efec-
tuada el 14 de abril de 2016, se aprobó el Dictamen con
Proyecto de Decreto que reforman los artículos 7 y 16
de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. 
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